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El Supremo cuestiona ingresos de 
Hacienda en Sociedades, IRPF e IVA
FISCAL/ Dicta que infringe la ley: es el Departamento de Inspección y no el de Gestión el que debe comprobar los regímenes 
especiales de Sociedades, IRPF e IVA, lo que abre la puerta a que se puedan anular actuaciones de los últimos cuatro años.

Mercedes Serraller. Madrid 

El Tribunal Supremo (TS) 
cuestiona el control que hace 
Hacienda de determinados 
beneficios fiscales de que dis-
frutan las empresas, en una 
sentencia que amenaza buena 
parte de los propios ingresos 
del Impuesto sobre Socieda-
des y que impacta incluso en 
IRPF e IVA. La Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo esta-
blece que la Agencia Tributa-
ria (AEAT) incumple la Ley 
General Tributaria (LGT) al 
encargarse el Departamento 
de Gestión y no el de Inspec-
ción de la comprobación de 
los regímenes especiales, y 
dictamina que las actuaciones 
que haya hecho en este senti-
do la AEAT quedan anuladas.  

El caso afecta al Colegio 
Oficial de Peritos e Ingenieros 
Técnicos Industriales de Va-
lladolid, que impugnó la regu-
larización del Impuesto sobre 
Sociedades llevada a cabo a 
través de un procedimiento 
de comprobación limitada 
por el departamento de Ges-
tión de la AEAT, lo que refren-
dó el TEAC, pero el Tribunal 
superior de Justicia (TSJ) de 
Castilla y León le dio la razón, 
y esto  llevó a Hacienda a recu-
rrir al Supremo. 

La sentencia del Supremo y 
sus efectos no se circunscri-
ben a los colegios profesiona-
les ni al resto de entidades que 
se sitúan en la misma esfera de 
control que enumera el artí-
culo 9.3 de la Ley del Impues-
to sobre Sociedades, a los que 
afecta directamente (uniones, 
federaciones, confederacio-
nes de cooperativas, colegios 
profesionales, asociaciones 
empresariales, cámaras, sindi-
catos, fondos de promoción 
de empleo y Mutuas, Puertos 
del Estado y otras entidades e 
instituciones sin ánimo de lu-
cro). El Supremo advierte de 
que “alcanza a una realidad 
extraordinariamente más am-
plia y comprensiva, la de apli-
cación de los regímenes tribu-
tarios especiales que, a los 
efectos del Impuesto sobre 
Sociedades, son los que se 
enuncian en el Título VII de la 
norma, precisamente bajo la 
rúbrica de “regímenes tribu-
tarios especiales” (artículos 47 
a 129 de la ley, más de la mitad 
de su articulado)”.  

Aquí se incluyen elementos 

trascendentales del impuesto, 
como la consolidación fiscal, 
los grupos, los pagos fraccio-
nados, la cifra de negocio, los 
establecimientos permanen-
tes, además de Sicav y ETVE 
(ver información adjunta). Es 
decir, buena parte de las com-
probaciones en los últimos 
cuatro años de un impuesto 
que recauda cerca de 23.000 
millones en cada ejercicio. 

Preocupación 
Pero es que el tsunami no aca-
ba aquí. El Supremo señala a 
los regímenes tributarios es-
peciales, no sólo los del Im-
puesto sobre Sociedades, sino 
que también existen en otros 
impuestos, y que en el caso del 
IRPF afectarían al de depor-
tistas y profesionales de élite o 
Ley Beckham, entre otros (ver 
información adjunta), según 
advierte Albert Mestres, socio 
de Toda & Nel-lo. 

El sindicato de Técnicos de 
Hacienda (Gestha) muestra 
su preocupación con los efec-
tos de la sentencia y ha remiti-
do una carta al Ministerio en 
la que le reclama que modifi-
que la LGT cuanto antes. 

Para el Supremo, la AEAT 
viene incumpliendo el artícu-
lo 141 de la LGT, que precisa-
mente se denomina La Ins-
pección tributaria, que en su 

apartado e) le reserva “la com-
probación del cumplimiento 
de los requisitos exigidos para 
la obtención de beneficios o 
incentivos fiscales y devolu-
ciones tributarias, así como 
para la aplicación de regíme-
nes tributarios especiales”. 

Abogacía del Estado 
La sentencia es muy crítica 
con los argumentos de la Abo-
gacía del Estado, que sostiene 
que de una interpretación sis-
temática de la LGT no puede 
seguirse que los órganos de 
Gestión no puedan regulari-
zar regímenes especiales de 
tributación. Y añade que “la 
diferencia entre la comproba-
ción que puede llevar a cabo 

un órgano de Gestión tributa-
ria y uno de Inspección radica 
únicamente en los medios que 
en ella puede utilizar uno u 
otro”. Para el Supremo, la ley 
establece de forma “evidente 
y abrumadora” que la compe-
tencia corresponde a la Ins-
pección, no a la Gestión, y se 
está ante un supuesto de nuli-
dad radical o absoluta.  

Tampoco le parece excusa 
el daño que este criterio puede 
hacer a las arcas públicas, co-
mo sostiene la Abogacía del 
Estado: “La sentencia del TSJ 
sienta una doctrina que puede 
ser gravemente dañosa para 
los intereses generales y en la 
realización de un sistema tri-
butario justo mediante la 

puesta en práctica de los prin-
cipios proclamados en el  
artículo 31.1 de nuestra Cons-
titución. En efecto, son mu-
chos los supuestos en que 
Gestión  regulariza la situa-
ción de contribuyentes con 
regímenes especiales, de mo-
do que, de no corregirse este 
criterio, podrían ser innume-
rables los supuestos en que la 
aplicación de esta errónea 
doctrina determinase una nu-
lidad de pleno Derecho, lo que 
tiene gran trascendencia al 
afectar significativamente a la 
recaudación de fondos para la 
contribución de las arcas pú-
blicas”. La sentencia entiende 
que este razonamiento “está 
en buena medida lastrado por 

María Jesús Montero, ministra de Hacienda, y Jesús Gascón, director de la Agencia Tributaria.

Anula la actuación 
del Fisco enjuiciada 
y avisa del “alcance 
extraordinariamente 
amplio” de su fallo

 La sentencia afecta  

a un caso del Impuesto 

sobre Sociedades, pero 

alerta de que su impacto  

se extiende al resto de 

regímenes especiales.  

En Sociedades, se trata  

de entidades sin ánimo de 

lucro; uniones, federaciones  

y confederaciones de 

cooperativas; colegios 

profesionales, asociaciones 

empresariales, cámaras  

y sindicatos; fondos  

de promoción de empleo 

sobre reindustrialización; 

las Mutuas y Puertos  

del Estado. Esto en lo  

que se refiere al apartado 

concreto del caso en 

cuestión, que afecta  

a un colegio profesional.  

Pero es que los regímenes 

especiales de Sociedades 

son muy amplios, advierte 

el Supremo, y están 

recogidos en 83 artículos  

de la Ley del Impuesto. 

 

  Así, otros regímenes 

especiales de Sociedades 

son los de las AIE, capital 

riesgo, Sicav, sociedades 

patrimoniales, grupos, 

consolidación fiscal, 

establecimiento 

permanente, navieras, 

entidades deportivas,  

pagos fraccionados, libertad 

de amortización, cifra  

de negocio, intangibles, 

sociedades inmobiliarias, 

ETVE y entidades de 

reducida dimensión. 

 

 En el IRPF, se refieren  

a rentas inmobiliarias, 

atribución de rentas, 

derechos de imagen, 

expatriados-‘Ley Beckham’, 

transparencia fiscal 

internacional, tributación  

de partícipes de Sicav  

y cambio de residencia. 

 

 En el IVA, son los de  

la agricultura, ganadería  

y pesca, bienes usados, 

objetos de arte, operaciones 

con oro, agencias de viajes, 

recargo de equivalencia,  

de servicios de 

telecomunicaciones,  

del grupo y de caja.

Los regímenes especiales afectados

la práctica, uso o hábito admi-
nistrativo contrario a la ley, in-
tentando reducir al absurdo, 
como si se tratase de una me-
dida generalmente despro-
porcionada o excesiva, la obli-
gación de seguir el procedi-
miento de inspección en los 
casos en que bastaría con sus-
tanciar un procedimiento de 
gestión, atendida su escasa 
complejidad [...] lo que no es 
sostenible si se atiende a los 
imperativos términos del artí-
culo 141.e) de la propia ley. Só-
lo prescindiendo de dicho 
mandato legal, que no admite 
excusas ni evasivas, es posible 
sostener que el procedimiento 
aplicable depende de los me-
dios que cabe utilizar en cada 
caso”. 

“Deber absurdo” 
En suma, añade el TS, “podría 
entenderse, con el Abogado 
del Estado, que se trata de un 
deber absurdo o susceptible 
de ser matizado por vía de ra-
zonable exégesis sistemática, 
pero tal posibilidad solo sería 
admisible si la reserva legal del 
artículo 141.e) de la LGT no 
fuera, de suyo, imperativa e in-
soslayable”. Y concluye: “Es 
menester recordar que no hay 
un interés general superior, en 
el orden constitucional, al de 
que la ley se cumpla; del mis-
mo modo que el interés gene-
ral o público pertenece y bene-
ficia a los ciudadanos, no a la 
Administración como organi-
zación servicial que lo gestio-
na –lo debe gestionar–”. 

Al Supremo sólo le queda 
anular la regularización: “Con-
forme a la muy reiterada doc-
trina de esta Sala, precisamen-
te acuñada en relación con la 
aplicación indebida del proce-
dimiento de comprobación li-
mitada, la selección por la Ad-
ministración, para el ejercicio 
de sus facultades, de un proce-
dimiento distinto al legalmente 
debido, conduce a la nulidad 
de pleno derecho de los actos 
administrativos que les pongan 
fin, por razón de lo estatuido en 
el artículo 217.1.e) de la LGT”.

Las comprobaciones 
sobre Sicav, ETVE, 
capital riesgo  
y AIE podrían  
ser cuestionadas


